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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIALPRIVATE 
            SALA DE DECISION CIVIL-FAMILIA

Magistrado Ponente: Gonzalo Flórez Moreno

Pereira. Septiembre dieciséis de dos mil nueve.
Acta número 471 de septiembre 16 del año 2009. 

Expediente No. 66001-31-03-004-2001-00127-01

Se resuelve el recurso de APELACION interpuesto oportunamente por la parte demandante contra la sentencia proferida el 16 de enero de este año por el JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA, en este proceso ORDINARIO (de acción pauliana y subsidiariamente de simulación o de nulidad), promovido por ANTONIO JOSÉ CADAVID ARCILA, mediante apoderado, en frente de CARLOS MARIO TRUJILLO MONTOYA, JORGE ARIEL TRUJILLO MONTOYA  y ADRIANA DÁVILA VELÁSQUEZ. 
I. RESUMEN DE ANTECEDENTES :

Ante el mencionado despacho judicial el demandante, por conducto de abogado, presento las siguientes peticiones:

a) Que se decrete como pretensión principal la revocación especial, como consecuencia de la acción pauliana, o en subsidio se decrete la simulación, o en subsidio la nulidad, de los actos jurídicos que se relacionan a continuación:

1) Contrato de compraventa contenido en escritura pública No.1441 de julio 10 del año 2000, otorgada en la Notaría Sexta del Círculo de Pereira, celebrado por los esposos Carlos Mario Trujillo Montoya y Adriana Dávila Velásquez, respecto de una cuota parte del apartamento No.502, y de la cuota parte del parqueadero No.3 de la Propiedad Horizontal “Los Almendros”, identificados en su orden, con las matrículas inmobiliarias No.290-72477 y No.290-72539 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de Pereira.
2) Contrato de compraventa contenido en escritura pública No.2163 de mayo 30 del año 2000, otorgada en la Notaría Primera de Pereira, celebrado entre Carlos Mario Trujillo Montoya y Jorge Ariel Trujillo Montoya en relación con las cuotas partes sobre dos inmuebles contiguos situados en esta ciudad, identificados ambos con la matrícula inmobiliaria No.290-15297 de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos.

3) Que como consecuencia de la anterior declaración, se revoque la afectación a vivienda familiar que se constituyó sobre el bien identificado con la matrícula inmobiliaria No.290-72477, y además, que los bienes relacionados en la demanda regresen al patrimonio de Carlos Mario Trujillo Montoya, e igualmente se disponga la cancelación de los títulos y registros cuestionados, y que se condene en costas a los demandados 

b) Subsidiariamente solicitó:

                              1) Que se declare la simulación absoluta o relativa de los actos escriturarios antes señalados, por cuanto no hubo intención de transferir el dominio ni de adquirirlos, tampoco se pagó el precio y se celebraron con el propósito de ocultar bienes, creando una apariencia ante terceros.

2) Que se declare que los plurimencionados bienes nunca salieron realmente del patrimonio económico de Carlos Mario Trujillo Montoya, quien sigue siendo el titular del derecho de dominio de los mismos.

c) O en subsidio:

3) Que se declare la nulidad absoluta o relativa de los contratos de compraventa contenidos en las escrituras No.1441 de la Notaría Sexta del Circulo de Pereira, y No.2163 de la Notaría Primera del Círculo de Pereira, en razón a su causa (carencia o ilicitud), falta de precio y vicios en el consentimiento contractual.

Los hechos básicos de las anteriores  pretensiones se pueden resumir así:

1) El señor Carlos Mario Trujillo Montoya era poseedor y titular del derecho de dominio de los bienes objeto del presente litigio; del relacionado en el literal c) de las pretensiones de la demanda, desde el 11 de diciembre de 1992, de los restantes desde el 22 de diciembre de 1993.

2) Desde el 4 de agosto, 2 de septiembre, 30 de octubre y 4 de noviembre de 1999, se constituyó en deudor de varias obligaciones por un monto de $8.000.000.00, pagaderas entre el 2 de julio y el 31 de agosto de 2000, compromisos que respaldan obligaciones adquiridas por su padre Carlos Ariel Trujillo Cardona, quien luego de entrar en quiebra económica, dejó a su hijo Carlos Mario Trujillo Montoya como responsable de sus obligaciones, en calidad de deudor solidario, quien a su vez, entró en quiebra, insolventándose en perjuicio de los créditos legalmente contraídos y vencidos.

3) Las obligaciones referidas, fueron inicialmente contraídas en favor de María Rosmira Arcila y Otoniel Palacio, quienes  a su vez, endosaron los títulos al hoy demandante Antonio José Arcila Cadavid, que ante el no pago de los mismos, demandó ejecutivamente ante el Juzgado Segundo Civil Municipal de Chinchiná a Rosmira Arcila, Carlos Mario Trujillo Montoya y a su padre Carlos Ariel Trujillo Cardona, solicitando como medida previa el embargo de los bienes objeto de esta litis, lo cual fue improcedente por cuanto el citado Trujillo Montoya, días antes había efectuado la venta de dichos bienes a  su esposa Adriana Dávila V. mediante los títulos escriturarios atacados a través de este proceso.

4) Refiere el libelista en su escrito que a su poderdante le asiste interés jurídico y legítimo para demandar, toda vez que la venta de los bienes por parte de Carlos Mario Trujillo Montoya perjudican la satisfacción de sus acreencias, que a la fecha de la presentación de la demanda no le habían sido canceladas, dejando desprotegido sus derechos, pues los bienes inicialmente perseguidos al codemandado Trujillo Cardona dentro del proceso ejecutivo antes mencionado, fueron desembargados, en virtud del privilegio de la acción hipotecaria que en contra de éste inició la Lotería de Risaralda en el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira.

5) El actor en su demanda, a través de varios hechos, insiste en que los supuestos compradores carecen de recursos para adquirir los bienes, no hubo pago del precio, no hubo movimientos bancarios que respalden las negociaciones, los precios pactados son irrisorios y, en fin, hubo mala fe de parte de los contratantes.

6) De la misma manera, y para sustentar las pretensiones acumuladas de revocación, simulación y nulidad, en su orden, se afirma en la demanda que los negocios jurídicos atacados fueron celebrados con la intención de perjudicar a los acreedores pues los mismos no fueron serios, ni el consentimiento dado en forma real, pues no existía la voluntad libre de contratar, sino la de aparentar, ocultar y fingir un negocio para proteger el patrimonio del supuesto vendedor y perjudicar así a sus acreedores.

La demanda fue admitida por auto del 5 de junio del año 2001. También se ordenó la inscripción de la demanda en los folios de matrícula inmobiliaria números 290-72477-72539 y 290-15297. 

Al no comparecer los demandados para estar a derecho, fueron emplazados conforme a la ley. La curadora ad-litem designada manifestó, en resumen, que se atenía a lo probado, sin oponerse a las pretensiones. Se ordenó citar al acreedor hipotecario Av. Villas, como interviniente adhesivo, que fue notificado mediante aviso, aduciendo que algunos hechos eran ciertos, otros no, y los demás no le constaban, y el resto, que se atenía a lo probado. 

Surtido el procedimiento propio de la primera instancia, con la práctica de pruebas de diversa índole, especialmente interrogatorio de parte, documentales y un dictamen pericial; y la fase de alegatos donde sólo intervino la parte demandante, sobrevino el fallo respectivo en el cual se negaron las pretensiones de la demanda, lo que originó el recurso de apelación del que se ocupa ahora la sala.

II.- MOTIVACIONES DEL A-QUO E    INCONFORMIDAD DEL RECURRENTE:
A.) El juez a-quo inicia sus consideraciones con un estudio somero de las diferentes figuras jurídicas invocadas en la demanda, sus presupuestos propios para su configuración y la prueba pertinente para cada uno de los casos. Al analizar la posición del demandante, de una manera un tanto simplista, halla que no está legitimado porque no aparece la fecha en que le fueron endosados los títulos y, en su entender, ese es un “dato indispensable, porque según la jurisprudencia y la doctrina el acreedor que ejercita las acciones reseñadas debe tener ese carácter cuando nació el acto que ataca de simulado, para el caso que nos ocupa 10 de julio y 30 de mayo de 2000, fechas en las cuales se otorgaron las escrituras públicas números 1441 y 2163..”

  B.) El recurrente, de su parte, reitera que su poderdante tiene un interés jurídico protegible, y lo tenía para el 10 de julio y 30 de mayo del 2000, habida cuenta que el endoso tiene fuerza traslativa de dominio y faculta al endosatario “para que pueda ejercitar los derechos inherentes al título..”



  El recurso ha sido tramitado conforme a derecho y para resolverlo se expresan las siguientes

III. CONSIDERACIONES DE LA SALA :
Los presupuestos procesales están correctamente estructurados.
Ya hemos mencionado que el juez a-quo negó todas las súplicas de la demanda porque consideró desacertadamente que se requería conocer con exactitud la fecha del endoso a favor del actor para saber si tenía el carácter de acreedor cuando nacieron los actos simulados y, como no se conoce, ello hace inviables las pretensiones.
La Sala no comparte esa manera de apreciar la litis porque considera muy simplistas las razones que tuvo el funcionario para desestimar dichas pretensiones, pues si bien la acción pauliana no está llamada a prosperar –la prueba recogida no apunta hacia ese objetivo- sí ve que una de las súplicas subsidiarias tiene evidente vocación de éxito.         

Y decimos que la acción pauliana no está legalmente probada porque, aparte de que no se acreditó la veracidad de los negocios impugnados, (que supuestamente fueron celebrados a título oneroso), tampoco se demostró el consilium fraudis, esto es, “la complicidad del tercero que contrató con el deudor, pues solo en la medida en que aquel igualmente conozca el mal estado de los negocios de este, queda expuesto a la acción del acreedor, como así lo consagra el precepto citado, diferencia de tratamiento que, desde luego no es causal, pues obedece a la disímil situación en que se encuentra el adquirente de buena o mala fe
”. 
Por el contrario, piensa la Sala, que por las circunstancias de modo, tiempo y lugar que rodearon la celebración de los actos jurídicos controvertidos, y por ciertos aspectos sospechosos, no es, ni mucho menos, descabellado considerar que se reúnen los presupuestos propios de una simulación, según se desprende del siguiente análisis.
Empezando por el interés y la legitimación: no queda duda ninguna de que –contrario a lo que razonó el a-quo-, el demandante, Antonio José Cadavid Arcila, sí está legitimado y tiene interés, en su condición de acreedor actual, para intentar develar los actos jurídicos objeto de este proceso, comoquiera que deriva su derecho, por vía del endoso sin restricciones, de los anteriores tenedores María Rosmira Arcila y Otoniel Palacio.

 Es decir, está ejerciendo el mismo derecho que hubieran podido ejercer sus endosantes y, es apenas lógico que así sea, pues de otro modo se da una interpretación muy restringida al endoso y al artículo 652 del C. de Co., que lo regula, y se hace nugatorio el sentido del art. 2488 del C. Civil, mucho más si se tiene en cuenta que el crédito contenido en las letras de cambio que en fotocopia auténtica obran a folios 19 y 20 del cuaderno principal existían antes de la celebración de los negocios señalados como fingidos, esto es, antes de mayo 30 y julio 10 del año 2000, en su orden. Por eso se ha dicho:
“Conforme a reiterada doctrina jurisprudencial, los acreedores, terceros con relación a los actos ejecutados por los deudores, tienen interés jurídico y, por lo tanto, legitimación para demandar los actos simulados que éstos ejecuten, acreditando primeramente la existencia de un crédito, la prueba en sí de la simulación, el perjuicio que les ocasiona el comportamiento del solvens, como también la imposibilidad o dificultad de obtener o restablecer su derecho por virtud del acto simulado..”
 
Concedido, pues, que el demandante en su calidad de acreedor sí está legitimado, y tiene interés para demandar los actos simulados, examinemos ahora el panorama probatorio que ofrece el expediente:

a.) El demandante, antes de la iniciación de este proceso, adelantó un proceso ejecutivo (con medidas cautelares), en contra de Carlos Mario Trujillo Montoya, el cual no tuvo éxito comoquiera que las medidas cautelares se malograron por razón de las ventas efectuadas por dicho demandado. 
b) Los demandados no comparecieron al proceso para estar a derecho y contestar la demanda. Ello, a no dudarlo, se constituye en un indicio grave en contra de sus intereses, en los términos del art. 95 del estatuto procesal.  

c.) El demandado Carlos Mario Trujillo Montoya vendió todos sus bienes (derechos de cuota parte en apartamento, parqueadero, y derechos sobre otro bien urbano) y aparentemente lo hizo sin necesidad ninguna a menos que se considere, como se debe considerar por el fallador, que lo hizo con la intención soterrada de ocultar su patrimonio y ponerlo lejos del alcance sus acreedores.
d.) Agrégase a lo anterior que las ventas las hizo el mismo demandado en fechas cercanas, (mayo 30 y julio 10 del año 2000), a su esposa y a su hermano legítimo, circunstancias éstas que refuerzan la inferencia de que se trataron ambos de actos fingidos destinados a burlar los derechos del acreedor.
e.) Por último, las ventas las hizo poco antes del vencimiento de las letras de cambio ya citadas (5 de las cuales vencían el 31 de agosto del 2000) y por precios exiguos ($39.994.000.oo), según se desprende del dictamen rendido por el perito, Dr. Orlando Gutiérrez Guerrero, que avaluó la totalidad de los derechos del demandado en la suma $60.208.250.oo m/cte, hechos que conducen a la inferencia lógica de que se trató de una simple patraña dirigida a ocultar su patrimonio a los ojos de sus acreedores.
Trátase aquí, pues, de un número plural de indicios, graves, concordantes y convergentes, que producen la certeza plena, no desvirtuada, de que los contratos de compraventa contenidos en las escrituras públicas #2163 de mayo 30 del 2000 de la Notaría Primera de Pereira y #1441 de julio 10 del 2000 de la Notaría Sexta también de Pereira, son de una simulación absoluta, carentes de contenido jurídico real, que se fraguaron entre los supuestos contratantes para esquivar los derechos de los acreedores.
Por lo demás dichos indicios –plenos y eficaces- no han sido infirmados y reúnen todos los requisitos que en casos como éste exige la doctrina probatoria y a la cual nos remitimos simplemente, en aras de la brevedad
.
  Es entendido, en todo caso, que el buen suceso de la acción de simulación en nada afecta los derechos de la acreedora hipotecaria, la entidad “A.V. VILLAS”, pues no sólo su derecho es muy anterior a la celebración de los actos simulados –que ahora se destruyen- sino también por el hecho de que la negociación se hizo sin su consentimiento y sin que se variara su condición de tercera acreedora. 
IV. CONCLUSIONES Y FALLO:




 Se revocará, en consecuencia, el fallo apelado y en su lugar se acogerán las súplicas de la demanda, pero no en lo relativo a la pretensión principal, sino a la subsidiaria de simulación, como se ha explicado.  



Las costas de ambas instancias son por cuenta de los demandados, personas naturales, por partes iguales, según lo dispone el numeral 4 del art. 392 del C. de P. Civil. 




El sentido de este fallo hace innecesario un pronunciamiento sobre las excepciones propuestas por “Av. Villas”. 



         Sin necesidad de otras consideraciones, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E :




  1º.) SE REVOCA en todas sus partes la sentencia proferida el dieciséis (16) de enero del corriente año por el JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRICUITO de la ciudad, dentro de este Proceso Ordinario (de simulación), promovido por Antonio José Cadavid Arcila, mediante apoderado, en contra de CARLOS MARIO y JORGE ARIEL TRUJILLO ARCILA y de ADRIANA DAVILA VELASQUEZ. En su lugar,




a.) SE DECLARAN ABSOLUTAMENTE SIMULADOS los contratos de compraventa contenidos en las escrituras públicas Nros. 2163 de mayo 30 del 2000 de la Notaría Primera y 1441 de Julio 10 del 2000 de la Notaría Sexta, ambas de Pereira. En consecuencia, se declara que los bienes de que allí se habla no han salido del patrimonio del señor Carlos Mario Trujillo Montoya.



 b.) SE ORDENA el registro de la presente sentencia y la consecuente cancelación de la afectación a vivienda familiar pactada y  de los registros de transferencia de la propiedad, gravámenes y limitaciones del dominio efectuados después de la inscripción de la demanda que originó este litigio.




  En consecuencia, se ordena librar oficio al señor Registrador de Instrumentos Públicos de la ciudad, para que proceda de conformidad con lo dispuesto por el art. 690 del C. de P. Civil. Comuníquese, igualmente, a los señores Notarios para lo de su cargo.




   c.) No prospera la pretensión referida a la acción pauliana.




    d.) Quedan a salvo los derechos, como acreedora hipotecaria, de la entidad “A.V. VILLAS”




    2º.) Se condena en costas de ambas instancias a los demandados, personas naturales, por partes iguales (Art. 392 num. 4 del C. de P. Civil)

COPIESE Y NOTIFIQUESE :

Los Magistrados,

Gonzalo Flórez Moreno

Jaime Alberto Saraza Naranjo    
       Fernán Camilo Valencia López
� Ver folios 228 y 229 del cuaderno principal


� “Jurisprudencia y Doctrina” año 2008, pág. 735





� Extractos de Jurisprudencia, cuarto trimestre de 1988, pág. 79.


� Sentencia de la Sala Civil de la C. S. de J. diciembre 5 de 1975




















